CIRCULAR DE LA ASESORIA JURÍDICA DEL CONSEJO GENERAL DE COLEGIOS DE VETERINARIOS DE ESPAÑA

El pasado 20 de noviembre de 2.008 se ha publicado en el Boletín Oficial del Estado el Real Decreto 1837/2.008, de 8 de noviembre, por el que se incorporan al ordenamiento jurídico español dos Directivas Comunitarias, la 2005/36/CE, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 7 de septiembre de 2.005 y la 2006/100/CE, del Consejo, de 20 de noviembre de 2.006, relativas al reconocimiento de cualificaciones profesionales, así como a determinados aspectos del ejercicio de la profesión de Abogado.
El citado Real Decreto integra en una sola norma los procedimientos que hasta ahora han constituido tres sistemas distintos de reconocimiento de cualificaciones y otras normas de reconocimiento de formaciones específicas para los títulos de médico, enfermero, odontólogo, veterinario, matrona, farmacéutico y arquitecto.

La Directiva que se transpone refunde en un solo cuerpo normativo la previa ordenación comunitaria sobre reconocimiento de cualificaciones profesionales acabando con la dispersión anterior, además de incorporar importante elementos nuevos y principios establecidos por la jurisprudencia del Tribunal de Justicia de la Unión Europea.

Con esta norma se pretende facilitar el ejercicio de los derechos de establecimiento y libre prestación de servicios cuando el profesional pretende ejercer una profesión regulada en cualquier estado de la Unión Europea.
La Directiva establece una nueva regulación en lo que se refiere a la libre prestación de servicios y a la libertad de establecimiento, dependiendo del carácter con que se presten los servicios por parte del profesional.
En lo que se refiere a la LIBRE PRESTACIÓN DE SERVICIOS (TÍTULO II DEL RD), a ella se dedican los artículos 12 a 17, ambos inclusive, estableciéndose como punto de partida que las mismas se aplicarán cuando el prestador se desplace al territorio español para ejercer, de manera temporal u ocasional una profesión regulada.

Interesa destacar las siguientes cuestiones:

A) Los requisitos que habrán de reunir los profesionales de los Estados miembros de la UE para poder prestar libremente sus servicios en España, sin que esa prestación pueda impedirse o limitarse por las razones de cualificación profesional, son dos (artículo 12.3 del RD):
-
Que se encuentren establecidos legalmente en otro Estado miembro, para ejercer en él la profesión que pretendan ejercer en España, en nuestro caso, la veterinaria.

-
En el caso de desplazamiento del prestador, que haya ejercido la profesión durante dos años como mínimo en el curso de los diez anteriores a la prestación, en el Estado miembro de establecimiento si la profesión no está regulada en el mismo. Esta condición no se aplicará cuando la profesión o la formación que lleve a esa profesión esté regulada, que es el caso de la profesión veterinaria.

B) En caso de desplazamiento, el prestador se someterá a las normas profesionales españolas de carácter profesional, jurídico o administrativo directamente relacionadas con las cualificaciones profesionales.

C) La autoridad competente en España, conforme al Anexo X del Real Decreto, para el reconocimiento de las cualificaciones profesionales obtenidas en otros Estados miembros de la UE, para el ejercicio de las correspondientes profesiones y actividades en España, para la regulación del periodo de prácticas o la prueba de aptitud y para recibir las declaraciones, realizar las actuaciones y adoptar las resoluciones a que se refieren los artículos 13 a 16 del RD, es el Ministerio de Sanidad y Consumo.
D) Declaraciones previas en los casos de desplazamiento (artículo 13). Este precepto regula el deber del prestador, con carácter previo al primer desplazamiento, de informar de la prestación mediante la presentación de una declaración por escrito a la   autoridad   competente   española.   La   declaración  deberá  cumplir  los  requisitos

 
establecidos en el citado precepto que, resumidamente, son: que se hará por escrito en el modelo que figura como Anexo XI del RD; que el interesado hará una descripción de los servicios a prestar, concretando esencialmente la duración de los mismos, su continuidad y periodicidad; y que la comunicación incluya información sobre los seguros de responsabilidad profesional.
La declaración se renovará anualmente cuando sea la intención del prestador de servicios temporal continuar la prestación en periodos anuales sucesivos y así se comunique a la autoridad.

La primera declaración irá acompañada de los siguientes documentos: documentación que acredita la nacionalidad del prestador de servicios; certificado acreditativo de que el declarante está legalmente establecido en un Estado de la UE para ejercer tales actividades, así como de que no existe prohibición alguna que le impida ejercer la profesión en el Estado de origen, ni siquiera temporalmente, que ha de expedirse por la autoridad competente del país de procedencia; prueba de las cualificaciones profesionales y, en su caso, documento que acredite la prestación de servicios en caso de profesiones no reguladas (no es el caso de la veterinaria).

E) Dispensas (artículo 14). El prestador de servicios estará dispensado de las obligaciones impuestas a los profesionales españoles relativas a la autorización, inscripción, colegiación o adhesión a un Colegio Profesional.

En consecuencia, no se exigirá la colegiación para la libre prestación de servicios y una copia de la declaración previa y, en su caso, de la renovación antes citada, se remitirá por la autoridad competente a la Organización Colegial. Esa remisión constituirá una inscripción temporal automática en el Colegio respectivo y el interesado quedará sometido a las disposiciones disciplinarias correspondientes. Del mismo modo, la resolución final de la autoridad competente, en caso de que el prestador de servicios no cumpla los requisitos, se comunicará a la Organización Colegial.

También se remitirá a la Organización Colegial copia de los documentos que acompañan a la declaración de la primera prestación de servicios antes citadas, en los casos de profesiones que se beneficien del reconocimiento automático de cualificaciones profesionales como la veterinaria.


F) Cooperación administrativa. Según el artículo 16 del RD, la autoridad competente   española   podrá   solicitar   a   las   autoridades   del   Estado   donde  esté

 
establecido el prestador de servicios, toda la información que considere necesaria sobre la legalidad del establecimiento y la buena conducta profesional del prestador. Y del mismo modo deberán atenderse las peticiones de información recibidas de otros Estados miembros.


Finalmente, el artículo 17 regula la exigencia al prestador de servicios de facilitar al destinatario del servicio (al cliente) si éste lo solicita información referente al registro donde esté inscrito (mercantil o de otro tipo) y su número de inscripción; los datos de la autoridad competente; el Colegio Profesional en que esté inscrito; el título profesional y el Estado miembro en el que fue obtenido y los seguros de responsabilidad civil profesional.

En cuanto a las NORMAS QUE REGULAN LA LIBERTAD DE ESTABLECIMIENTO (TÍTULO III), éstas se contienen en los artículos 18 a 70 y están previstas para las prestaciones de servicios con vocación de permanencia, es decir, de prestar servicios de un modo continuado, por ejemplo con establecimiento abierto al público y prestando servicios de modo frecuente.
Interesa destacar las siguientes cuestiones:


A) Para permitir esa prestación la norma impone la necesidad de que exista una equiparación entre la cualificación profesional del solicitante y la necesaria para ejercer la profesión regulada en el Estado de acogida. Esa equiparación o reconocimiento se realiza a partir de la posesión de títulos académicos, de experiencia profesional o de condiciones mínimas de formación.

En el caso del reconocimiento de cualificaciones basadas en la posesión de títulos académicos, el Estado de acogida puede examinar la equivalencia de títulos y, en caso de que no la aprecie, puede o bien denegar la prestación de servicios o imponer medidas compensatorias (para el supuesto de que estime que existiendo cierta base común es necesario adquirir alguna competencia complementaria).


B) Condiciones para el reconocimiento. Dice el artículo 21 del Real Decreto que la autoridad competente española, en el caso de profesiones reguladas en España cuyo acceso y ejercicio estés supeditado a la posesión de determinadas cualificaciones profesionales, concederá el acceso a esa profesión y a su ejercicio, en las mismas condiciones que a los españoles, a los solicitantes que posean el certificado de competencia o título de formación exigidos por otro Estado miembro para acceder a esa misma profesión en su territorio o ejercerla en el mismo.


El certificado deberá reunir los requisitos previstos en el artículo 21.2 del Real Decreto. 


Y las medidas compensatorias podrán consistir en un período de prácticas de tres años como máximo o en la previa superación de una prueba de aptitud en los casos previstos en el artículo 22 del Real Decreto. La mencionada prueba y el período de prácticas se regulan en los artículos 23 y 24.


C) Reconocimiento basado en la coordinación de las condiciones mínimas de formación. Esta cuestión se regula en los artículos 30 y siguientes y, en lo que a la profesión veterinaria interesa, se establece que la autoridad competente española reconocerá el título de formación de veterinario mencionado en el punto 5.4.2 del Anexo V (se acompaña para mayor facilidad) siempre que reúna las condiciones mínimas de formación previstas en el artículo 51 del mismo Real Decreto.

Ese reconocimiento surtirá los mismos efectos que los que se confieren a los títulos de formación expedidos en España.

La autoridad competente española supeditará el acceso a la actividad profesional de veterinario, y su ejercicio, a la posesión del mencionado título de formación que garantice que el interesado tiene los conocimientos y competencias que se mencionan en el apartado 5 del artículo 51.

Por último, la autoridad competente española expedirá los certificados correspondientes a los poseedores de cualificaciones españolas de veterinario que no respondan a las denominaciones establecidas en España en el artículo 5.4.2 del Anexo V acompañado, acreditando que dichos títulos sancionan la formación conforme al artículo 51 y que se asimilan por España a los contenidos en el Anexo V.


D) El artículo 51 se refiere a la formación básica en veterinaria y se transcribe por su interés:
“Artículo 51. Formación básica en Veterinaria.
1. En España, la formación de veterinario, que permite el ejercicio de las actividades profesionales a que se refiere el artículo 6.2.d) de la Ley 44/2003, de 21 de noviembre, de ordenación de las profesiones sanitarias, es la que conduce a la obtención del título de Licenciado en Veterinaria, establecido por el Real Decreto 1384/1991, de 30 de agosto, o a la obtención del título de Grado establecido de acuerdo con las previsiones contenidas en la Orden ECI/333/2008, de 13 de febrero, conforme a las condiciones del Acuerdo de Consejo de Ministros de 14 de diciembre de 2007.

2. Para su reconocimiento en España, a efectos del ejercicio de las actividades profesionales de los veterinarios, los títulos de formación de los demás Estados miembros a los que se refiere el artículo 30 deberán acreditar una formación que cumpla los requisitos que se recogen en los apartados siguientes.

3. La admisión a la formación de veterinario supondrá la posesión de un título o certificado que permita el

acceso, para la realización de esos estudios, a los centros universitarios de un Estado miembro o a sus instituciones superiores de nivel reconocido como equivalente.

4. La formación de veterinario comprenderá, en total, por lo menos cinco años de estudios teóricos y prácticos a tiempo completo impartidos en una universidad, en un instituto superior con un nivel reconocido como equivalente o bajo el control de una universidad, que deberán referirse como mínimo al programa que figura en el punto 5.4.1 del Anexo V.

5. La formación de veterinario acreditada deberá implicar que la persona solicitante ha adquirido los conocimientos y competencias profesionales siguientes:

a) Un conocimiento adecuado de las ciencias en las que se basan las actividades de la veterinaria.

b) Un conocimiento adecuado de la estructura y las funciones de los animales sanos, de su cría, reproducción e higiene en general y de su alimentación, incluida la tecnología aplicada a la fabricación y conservación de los piensos correspondientes a sus necesidades.

c) Un conocimiento adecuado del comportamiento y la protección de los animales.

d) Un conocimiento adecuado de las causas, naturaleza, curso, efectos, diagnóstico y tratamiento de las

enfermedades de los animales, tanto considerados individualmente como en grupo, incluido un conocimiento especial de las enfermedades que pueden transmitirse a los seres humanos.

e) Un conocimiento adecuado de la medicina preventiva.

f) Un conocimiento adecuado de la higiene y la tecnología aplicadas a la fabricación y comercialización de

los piensos o de los alimentos de origen animal destinados al consumo humano.

g) Un conocimiento adecuado de la legislación, normativa y disposiciones administrativas relacionadas con las materias anteriores.

h) Una experiencia clínica y práctica adecuada, efectuada bajo una supervisión pertinente”.

El artículo 52 se refiere a los derechos adquiridos específicos de los veterinarios en Estonia, estableciendo que se reconocerán los títulos de formación de veterinarios expedidos en ese país, o cuya formación hubiere comenzado antes del 1 de mayo de 2.004, siempre que se aporte un certificado que demuestre que esas personas han ejercido la profesión lícita y efectivamente en Estonia durante, al menos, cinco años consecutivos en el transcurso de los siete anteriores a la expedición del certificado.


E) Disposiciones comunes sobre establecimiento. El artículo 67 se refiere a la documentación y formalidades que deberán cumplir las solicitudes de reconocimiento para el ejercicio en España de una profesión regulada, concretando que deberán ir acompañadas de los documentos y certificados enumerados en el Anexo VII, que se reproduce a continuación.
ANEXO VII

Documentos y certificados exigibles con arreglo al artículo 67
1. Documentos

a)
Prueba de la nacionalidad del interesado.

b)
Copia de los certificados de competencia o del título de formación que dé acceso a la profesión de que se trate, así como, llegado el caso, un certificado de la experiencia profesional del interesado.

Las Autoridades competentes españolas podrán invitar al solicitante a que facilite información sobre su formación en la medida necesaria para determinar la posible existencia de diferencias sustanciales con respecto a la formación nacional exigida, como las mencionadas en el artículo 22.4. En caso de que al solicitante le resulte imposible facilitar dicha información, la Autoridad competente española se dirigirá al punto de contacto, a la Autoridad competente o a cualquier otro organismo pertinente del Estado miembro de origen.

c)
En los casos previstos en el artículo 26, un certificado que acredite el tipo y la duración de la actividad, expedido por la autoridad o el organismo competente del Estado miembro de origen o del Estado miembro de procedencia del extranjero.

d)
Cuando el acceso a una profesión regulada está condicionado a la presentación de pruebas relativas a la honorabilidad, la moralidad o la ausencia de quiebra, o de suspensión o prohibición del ejercicio de dicha profesión en caso de falta profesional grave o de infracción penal, la Autoridad competente española aceptará, como prueba suficiente para aquellos nacionales de los Estados miembros que deseen ejercer dicha profesión en su territorio, la presentación de documentos expedidos por autoridades competentes del Estado miembro de origen o del Estado miembro de procedencia del extranjero que demuestren el cumplimiento de tales requisitos. Estas últimas autoridades deberán remitir los documentos exigidos en el plazo de dos meses.

Cuando los documentos contemplados en el primer párrafo no puedan ser expedidos por las autoridades competentes del Estado miembro de origen o del Estado miembro de procedencia del extranjero, serán sustituidos por una declaración jurada —o, en los Estados miembros en los que no exista tal tipo de declaración, por una declaración solemne— que el interesado efectuará ante una autoridad judicial o administrativa competente o, dado el caso, ante notario o ante un organismo profesional cualificado del Estado miembro de origen, que mediante un certificado dará fe de dicho juramento o declaración solemne.

e)
Cuando se exija en España, para el acceso a una profesión regulada, la presentación de un documento relativo a la salud física o psíquica del solicitante, la Autoridad competente española aceptará como prueba satisfactoria a este respecto la presentación del documento que se exija en el Estado miembro de origen. Cuando el Estado miembro de origen no exija documentos de este tipo, la Autoridad competente española aceptará un certificado expedido por una autoridad competente de ese Estado. En ese caso, las autoridades competentes del Estado miembro de origen deberán remitir el documento exigido en el plazo de dos meses.

f)
Cuando se exija en España, para el acceso a una profesión regulada:


—
una prueba de la solvencia del solicitante,


—
la prueba de que el solicitante está asegurado contra los riesgos pecuniarios de su responsabilidad profesional con arreglo a las normas legales y reglamentarias vigentes en el Estado miembro de acogida en cuanto a las condiciones y el alcance de la cobertura,
la Autoridad competente española aceptará como prueba satisfactoria un certificado expedido a tal fin por bancos y empresas aseguradoras de otro Estado miembro.

2. Certificados.
Para facilitar la aplicación del  título III, capítulo III, del presente real decreto, en caso de duda justificada, las autoridades competentes españolas podrán exigir que los solicitantes que cumplan las condiciones de formación exigidas presenten, junto con su título de formación, un certificado de las autoridades competentes del Estado miembro de origen que acredite que el título de formación es el que está previsto por la Directiva 2005/36/CE.
___________________

Los documentos no podrán tener una antigüedad mayor a tres meses al momento de su presentación.


El  artículo  68  se  refiere al juramento o promesa profesional, señalando que en

 
los casos en que para el acceso a una profesión regulada se exija la prestación de juramento, promesa o declaración solemne, la autoridad competente velará para que el interesado pueda utilizar una fórmula adecuada y equivalente, en los casos en que no pueda utilizar la primera.


Por último, el artículo 69 se refiere al procedimiento administrativo para el reconocimiento de cualificaciones profesionales, debiendo destacarse que el plazo para dictar y notificar la resolución que proceda será de tres meses a partir de la entrada de la solicitud en el registro correspondiente.


En cuanto a las MODALIDADES DE EJERCICIO DE LA PROFESIÓN (TÍTULO IV), destacar dos cuestiones:

· El artículo 71 impone a los beneficiarios del reconocimiento de sus cualificaciones profesionales que posean los conocimientos lingüísticos del idioma castellano y, en su caso, de las otras lenguas oficiales propias de las CCAA, necesarios en España, de acuerdo con la legislación vigente.

· El artículo 72 se refiere al uso de títulos académicos otorgados por el Estado miembro de origen, permitiendo el uso de los mismos y de su abreviatura, en su caso, en la lengua del Estado miembro de origen, salvo que pueda producir confusión con un título español que exija una formación complementaria que no tenga el interesado.

Y, por último, el TÍTULO V detalla las COMPETENCIAS DE EJECUCIÓN Y COOPERACIÓN ADMINISTRATIVA, siendo de interés al respecto:
• 
El artículo 73 hace referencia a la designación de las autoridades competentes españolas (departamentos ministeriales de la Administración General del Estado y órganos designados por las CCAA, en el ámbito de sus respectivas competencias), que figuran en el Anexo X, en nuestro caso, el Ministerio de Sanidad y Consumo.
•
El artículo 74 se refiere a la coordinación de las actividades de las autoridades competentes, refiriéndose a la designación de la persona coordinadora de tales actividades y a las reuniones anuales entre las autoridades competentes para una aplicación uniforme y armónica del Real Decreto, para la resolución de las dudas que surjan en su aplicación y para el establecimiento de criterios comunes en los casos en que sea necesario. Igualmente se mantendrán los necesarios contactos con las organizaciones colegiales.

•
El artículo 75 se refiere al denominado “punto de contacto” que deberá existir en cada Estado miembro y cuyo cometido será informar sobre el reconocimiento de cualificaciones profesionales y garantizar la transparencia del sistema. Cumplirá las funciones que establece el artículo 75.2 que, fundamentalmente, se contraen a suministrar a los ciudadanos y puntos de contacto de otros Estados miembros de toda la información necesaria para el reconocimiento de las cualificaciones profesionales, de la legislación nacional española reguladora de las profesiones y su ejercicio; de las normas de deontología; y de ayudar a loa ciudadanos al ejercicio de los derechos contenidos en el Real Decreto.
•
El artículo 76 se refiere al Comité para el reconocimiento de cualificaciones profesionales que estará integrado por miembros o representantes de las delegaciones de los distintos Estados miembros.


Sucesivamente y en cuanto se tenga conocimiento se dará traslado de la información que suministre la autoridad competente española sobre la aplicación e interpretación, en su caso, del presente Real Decreto, incluyendo el Punto de Contacto en España.
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